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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 

 “AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE 
AMPARO. NO ESTÁ FACULTADO PARA DESAHOGAR PREVENCIONES EN 
LAS CUALES DEBAN MANIFESTARSE, "BAJO PROTESTA DE DECIR 
VERDAD", ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO QUE SE OMITIERON 
AL PRESENTARSE LA DEMANDA RELATIVA.- El artículo 108, fracción V, de la 
Ley de Amparo establece que la demanda deberá formularse por escrito, en la que bajo 
protesta de decir verdad exprese cuáles son los hechos o las abstenciones que constituyan 
los antecedentes del acto reclamado, o que sirvan de fundamento a los conceptos de 
violación, lo que implica que la satisfacción de este requisito formal debe realizarse 
forzosamente por quien promueve la demanda. Lo anterior es así, en virtud de que la acción 
de amparo constituye un derecho subjetivo procesal para promover y mantener un juicio 
ante un órgano jurisdiccional, el cual se rige por el principio de instancia de parte 
agraviada, pues es el titular de la acción en quien recae el perjuicio que ocasiona el acto 
reclamado y le constan los hechos ocurridos y narrados; además, estos elementos generan 
certeza en el juzgador para desplegar todas sus facultades relativas al juicio de amparo 
indirecto. Consecuentemente, el autorizado en los términos amplios a que se refiere el 
artículo 12 de la citada ley, no está facultado para desahogar la prevención relativa a que se 
manifieste un antecedente "bajo protesta de decir verdad" que se omitió en la presentación 
de la demanda, pues al constituir un acto de carácter personalísimo que sólo puede realizar 
quien la promovió, no puede quedar comprendido dentro de los necesarios para la "defensa 
de los derechos del autorizante", ya que ello se traduciría en que el autorizado hiciera suyos 
hechos que no le constan y que ocurrieron con anterioridad a dicha presentación; además de 
que los derechos y las obligaciones procesales que conlleva su autorización no pueden 
equipararse a un mandato judicial y sus facultades procesales se otorgan a partir de esa 
presentación y no antes.” 

Contradicción de tesis 61/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Octavo Circuito y el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. 28 de mayo de 2014. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz.  

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al resolver 
el recurso de queja 27/2013 que dio origen a la tesis aislada número VIII.A.C.10 K (10a.), 
de rubro: "ABOGADO AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA 
LEY DE AMPARO. ESTÁ FACULTADO PARA SUSCRIBIR EL ESCRITO 
ACLARATORIO DE DEMANDA, INCLUSO SI DEBE HACER MANIFESTACIONES 
BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 
DE ABRIL DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, noviembre de 2013, página 977, con número de 
registro IUS: 2004821; y el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de queja 166/2013, en el que, esencialmente, sostuvo que sí 
resulta aplicable la tesis de jurisprudencia 2a./J. 88/2006, sustentada por la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, julio de 2006, página 348, registro 
IUS: 174745, de rubro: "DEMANDA DE AMPARO. LA MANIFESTACIÓN ‘BAJO 
PROTESTA DE DECIR VERDAD’ REQUERIDA EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 116 DE LA LEY DE AMPARO, CONSTITUYE UN ACTO DE 
CARÁCTER PERSONALÍSIMO QUE SÓLO PUEDE REALIZAR QUIEN PROMUEVA 
LA DEMANDA.", en virtud de que la razón toral por la que gravitó aquélla, consistió en 
que tal autorizado no se encontraba facultado para desahogar la prevención de aclarar bajo 
protesta de decir verdad la demanda de amparo, ya que se trataba de un acto personalísimo 
de quien promovió la demanda de amparo, pues el acto de autorización surtía efectos a 
partir de la fecha en que se había presentado la demanda de amparo y no antes, en que 
acontecieron los hechos que dieron origen al acto reclamado. 

Tesis de jurisprudencia 50/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión de fecha cuatro de junio de dos mil catorce. 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2014 a las 08:13 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 01 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

 

 “AMPARO DIRECTO EN MATERIA MERCANTIL. SON INOPERANTES LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS A LA FALTA DE DESAHOGO DE 
UNA PRUEBA LEGALMENTE ADMITIDA AL QUEJOSO, SI ÉSTE NO SE 
INCONFORMÓ CONTRA EL AUTO QUE DIO POR CONCLUIDO EL PERIODO 
PROBATORIO.-El artículo 171 de la Ley de Amparo, en vigor a partir del tres de abril de 
dos mil trece, impone como condiciones para que las violaciones a las leyes del 
procedimiento puedan ser impugnadas y analizadas en el juicio de amparo, que éstas sean 
combatidas en el curso del procedimiento de origen a través del recurso o medio de defensa 
idóneo y que trasciendan al resultado del fallo. En ese sentido, debe precisarse que si el 
quejoso no se inconformó contra el auto que dio por concluido el periodo probatorio en el 
juicio ejecutivo mercantil de origen, no obstante que se encontraba pendiente de desahogo 
una de las pruebas que ofertó y le fue admitida, tal omisión generó un consentimiento tácito 
al respecto, que imposibilitó la impugnación en amparo de aquella situación, por más que 
hubiera trascendido al resultado del fallo reclamado; de ahí que los conceptos de violación 
resulten inoperantes.” 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo directo 781/2013. Joel Márquez Tejada. 30 de enero de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Fernando Alberto Casasola Mendoza. Secretario: Abel Briseño Arias. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2014 a las 09:42 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. SÓLO OPERA MIENTRAS EXISTE UNA 
CARGA PROCESAL PARA LAS PARTES (INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL ARTÍCULO 131 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 
ESTADO DE QUINTANA ROO, VIGENTE HASTA EL 29 DE OCTUBRE DE 
2012).- El artículo 131 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana 
Roo, vigente hasta el veintinueve de octubre de dos mil doce, prevé que operará la 
caducidad de la instancia transcurridos ocho meses de inactividad procesal. Ahora bien, la 
interpretación conforme de dicho precepto, esto es, favoreciendo a las personas en su 
protección más amplia como lo ordena el artículo 1o. de la Constitución Federal, de 
acuerdo a los principios de proporcionalidad y razonabilidad legislativas previstos en ésta, 
conlleva a estimar que dicha institución procesal es una medida restrictiva tendente a 
impedir que los litigantes alarguen indefinidamente los procesos, cuya validez, en cuanto 
acota las garantías judiciales y de acceso a la justicia, se justifica siempre que: a) persiga 
una finalidad constitucionalmente válida; b) sea necesaria en una sociedad democrática 
para la consecución de aquélla; y c) resulte proporcional. Así las cosas, para decretar la 
operancia de dicha institución procesal -aun en los procedimientos de orden dispositivo-, no 
sólo debe considerarse el mero transcurso del tiempo sin impulso procesal de las partes, 
sino que dicha inactividad deberá verificarse mientras exista una carga procesal cuya 
satisfacción, en interés propio, se encuentre pendiente de colmarse por las partes en ese 
momento procesal; por el contrario, resultará inadmisible imponer dicha sanción por mera 
inactividad del órgano jurisdiccional en desempeñar las diligencias que la ley le 
encomienda y que hubiere asumido durante el proceso. Ello es así, pues el nuevo modelo y 
estándar interpretativo de protección a los derechos humanos implica ahondar la 
concepción primigenia que identificaba dicha institución con una simple sanción procesal 
impuesta al promovente del juicio por el abandono del proceso durante determinado tiempo 
y migrar hacia un concepto procesal que involucre el quehacer jurisdiccional, fijando 
límites a la discrecionalidad del Juez en mantenerse alejado de una sana dinámica procesal, 
en la que actúe con rectoría en el proceso, a fin de desahogar las diligencias que le 
competen, acordes con la etapa procesal y a los requerimientos que las partes hubieren 
formulado a fin de impulsar el proceso, acotando en consecuencia, los casos en que la 
inactividad de las partes verdaderamente implique un abandono y desinterés manifiesto del 
juicio que deba sancionarse de tal manera, sin que la omisión de elevar reiteradas 
solicitudes al juzgador a fin de que actúe como le ordena la ley, pueda estimarse como una 
falta de impulso procesal, pues basta que se formule por una sola ocasión la solicitud 
correspondiente quedando a cargo del juzgador, a partir de ese momento, la completa y 
exclusiva obligación de llevar a cabo la diligencia o actuación procesal a la que hubiere 
accedido o acordado de conformidad, lo cual, sin duda es acorde a la prevalencia de los 
derechos fundamentales de acceso a la justicia en su vertiente de igualdad y de debido 
proceso. Por tanto, aun cuando la caducidad de la instancia prevista en el citado precepto 
legal persiga una finalidad constitucionalmente válida y permitida por la Constitución y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el sentido de que no haya litigios 
prolongados pendientes por tiempo indefinido, su operancia debe acotarse al lapso en que 
exista omisión de las partes de cumplir con sus cargas procesales y no puede imponerse por 
la mera inactividad del juzgador, ya que, por sí sola, la inactividad del órgano jurisdiccional 
resulta insuficiente para que se decrete la caducidad, pues ello atentaría contra los derechos 
fundamentales de igualdad procesal y de acceso a la justicia previstos en los artículos 16 y 
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17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su vertiente de derecho 
fundamental de defensa.” 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 8/2013. Elba Minelia Padilla Medina. 20 de febrero de 2014. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar 
Ballesteros. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2014 a las 09:42 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“COMPETENCIA POR TERRITORIO. LA QUE RIGE RESPECTO DE LAS 
PARTES, NO PUEDE SER ALTERADA POR LA EXCEPCIÓN QUE OPONGA EL 
TERCERO LLAMADO A JUICIO.- El llamamiento al juicio de un tercero, es decir, la 
intervención obligada o forzosa de un extraño a la relación procesal inicial, quien al 
comparecer opone la excepción de incompetencia por territorio, no puede alterar la regla de 
competencia por territorio que rige para las partes, menos cuando hay pacto de sumisión 
expresa en el documento base; ya que en ese supuesto la incompetencia planteada es de 
índole territorial, que por su naturaleza es prorrogable y no objetiva o funcional, también 
respecto al tercero, por virtud de que la denuncia del juicio, tiende a sujetar a éste a la 
decisión que se pronuncie en la sentencia para que pueda surtir efectos de cosa juzgada, no 
solamente para el demandado sino también para el tercero, por lo que resultaría 
inconsecuente que se pretendiera que el juicio principal y la intervención accesoria tuvieran 
que ventilarse en jurisdicciones distintas, y menos aún podría admitirse que el juicio 
principal pasara al conocimiento de diverso Juez a quien se considera competente respecto 
del domicilio del tercero en distinta jurisdicción territorial o en atención a las cuestiones 
relativas al lugar de la ubicación de la cosa, considerando el caso como si se tratara de una 
acción autónoma o inconexa, pues ello contrariaría el principio de derecho que determina 
que en los casos de juicio accesorio debe prevalecer la competencia del pleito principal y, 
por otra parte, la conexidad derivada de la denuncia del juicio a tercero, no constituye un 
criterio de competencia, sino sólo de vinculación a una resolución procesal. Por tanto, surge 
la necesidad de que el conflicto se resuelva en un mismo proceso del cual, si ya está 
conociendo un Juez por virtud del sometimiento de las partes en lo principal, dicha regla de 
competencia se extiende respecto del tercero, aunado a que en tal supuesto, no sería factible 
dividir la continencia de la causa, pues ésta supone que en un mismo proceso y en una sola 
sentencia el Juez resuelva.” 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 103/2014. Blanca Evelyn Carrada Luna y otra. 9 de mayo de 2014. 
Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Eduardo Jacobo 
Nieto García. 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2014 a las 09:33 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“EXCEPCIÓN DE COMPETENCIA POR INHIBITORIA O DECLINATORIA. SI 
ES INFUNDADA O SE DESECHA, NO ES RECLAMABLE EN AMPARO 
INDIRECTO PORQUE NO TIENE UNA AFECTACIÓN MATERIAL A UN 
DERECHO SUSTANTIVO.- El artículo 107, fracción VIII, de la Ley de Amparo señala 
que el juicio de amparo indirecto procede contra los actos que determinen inhibir o declinar 
la competencia o el conocimiento de un asunto. Por el sentido claramente positivo en que 
está redactado el texto de que se trata, un análisis en sentido contrario permite establecer 
que si la resolución jurisdiccional niega la declaratoria de inhibición o no declina la 
competencia o el conocimiento de un asunto, el juicio será improcedente. Tal aspecto 
positivo de la resolución judicial es relevante, porque acorde con el supuesto de 
procedencia genérico contra actos en juicio, la afectación debe ser material, directa e 
inmediata a un derecho sustantivo, lo que implica que la hipótesis de procedencia respecto 
del fallo que resuelve una excepción de incompetencia y la declara fundada con la 
consecuencia de la inhibición o que proceda declinar la competencia o el conocimiento de 
un asunto, es un caso de excepción. Este órgano colegiado no desconoce que durante la 
vigencia de la Ley de Amparo abrogada, el juicio constitucional en la vía indirecta procedía 
en forma excepcional contra resoluciones que desechaban o estimaban infundada la 
excepción de incompetencia conforme a la jurisprudencia plenaria que apreciaba que se 
trataba de un acto que afectaba a las partes en grado predominante o superior, no obstante 
que se tratara de una violación formal, adjetiva o procesal, pues de ser ésta fundada, se 
debería reponer el procedimiento, lo que traería como consecuencia retardar la impartición 
de justicia contrariando el espíritu del artículo 17 constitucional. Así lo establecía la 
jurisprudencia P./J. 55/2003, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en la página 5 del Tomo XVIII, septiembre de 2003, materia común, Novena Época 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "AMPARO INDIRECTO, 
RESULTA PROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA 
EXCEPCIÓN DE FALTA DE COMPETENCIA.". Sin embargo, en la actual redacción de 
la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, no se recogió el 
concepto jurisprudencial de afectación en grado predominante o superior como un criterio 
para la procedencia del juicio de amparo en la vía indirecta. Lo que sí ocurrió, por ejemplo, 
con la acepción jurisprudencial de los actos de imposible reparación, entendiéndose por 
ellos los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, según se definió por dos veces en el artículo 107 del 
mencionado cuerpo legal, en sus fracciones III, inciso b) y V, respectivamente. No obsta a 
la anterior consideración, el hecho de que el artículo 170, fracción I, cuarto párrafo, de la 
nueva Ley de Amparo, señale que para determinar la procedencia de la acción 
constitucional contra normas generales por cuestiones surgidas dentro del juicio se atenderá 
a los efectos que producen, pues si entrañan una reparación posible por no afectar derechos 
sustantivos, si no se trata de una violación procesal predominante, sólo podrá hacerse valer 
en el amparo directo que proceda contra la sentencia definitiva. Es así, porque la regulación 
específica de procedencia del amparo vía indirecta está en el invocado artículo 107, y se 
complementa con el citado artículo 170, que regula el amparo directo, en ese supuesto 
específico, que no puede ser base para desconocer el texto del artículo 107. Además del 
artículo 172, fracción X, de la propia ley, deriva que en los juicios tramitados ante los 
tribunales civiles, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las 
defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, cuando se continúe el 
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procedimiento después de haberse promovido una excepción de competencia. Lo que 
implica que la norma distingue el supuesto en que la cuestión de competencia es infundada 
o se desecha, casos en los cuales se continúa conociendo del asunto; contra el efecto 
contrario de cuando la excepción declinatoria o inhibitoria es fundada y provoca que se deje 
de conocer del asunto y que pueda conocer otro Juez o que se remita a otro fuero o 
jurisdicción.” 

Amparo en revisión 321/2013. CPI NA Parnassus B.V. 16 de enero de 2014. Mayoría de 
votos, unanimidad en relación con el tema contenido en esta tesis. Disidente: Víctor 
Francisco Mota Cienfuegos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Monserrat C. 
Camberos Funes. 

Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la diversa I.11o.C.11 K (10a.), de título y 
subtítulo: "INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA O INHIBITORIA. LA 
RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA DICHA EXCEPCIÓN ES IMPUGNABLE A 
TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL ARTÍCULO 107, FRACCIONES V Y VIII, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE 
A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, 
INCISO B), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS).", publicada el viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación así como en su Gaceta, Décima Época, Libro 3, Tomo 
III, febrero de 2014, página 2444, y que las sentencias dictadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 23/2014 y 16/2014, 
respectivamente, que son objeto de las denuncias relativas a las contradicciones de tesis 
104/2014, 216/2014 y 202/2014, pendientes de resolverse por el Pleno. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2014 a las 09:42 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“FRAUDE A LA LEY. ELEMENTOS DEFINITORIOS.- De lo establecido por las 
normas existentes en la materia (artículos 6o., 8o. y 15 de los Códigos Civil Federal y del 
Distrito Federal, así como el 6 de la Convención Interamericana sobre Normas Generales 
de Derecho Internacional Privado suscrita por el Ejecutivo Federal y aprobada por el 
Senado de la República), y en la doctrina de tradición romano-germánica extranjera y 
nacional (Alexandre Ligeropoulo, Calixto Valverde y Valverde, Juan Ruiz Manero, Manuel 
Atienza, José Louis Estevez, Francisco Ferrara, Enneccerus, Kipp y Wolff, Rojina Villegas, 
Pereznieto Castro y Arrellano García), pueden extraerse como elementos definitorios del 
fraude a la ley, los siguientes: 1. Una norma jurídica de cobertura, a cuyo amparo el agente 
contravendrá otra norma o principio; 2. Una norma, principio o valor jurídicos que rigen o 
delimitan a la norma de cobertura; y, 3. La existencia de ciertas circunstancias de la 
aplicación de la norma 1, que revelan la evasión de 2.” 

Amparo en revisión 307/2012. Evaristo Ramírez González. 14 de marzo de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sandoval López. Secretario: Rubén Darío 
Fuentes Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2014 a las 08:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“PRINCIPIO DE LIBERTAD CONTRACTUAL EN EL CONTRATO DE 
SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. LOS ARTÍCULOS 31, PRIMER 
PÁRRAFO Y 32, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DEL SERVICIO PÚBLICO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA CONTIENEN UNA LIMITANTE A AQUÉL QUE SE 
ENCUENTRA JUSTIFICADA.- El artículo 31, primer párrafo, de la Ley del Servicio 
Público de Energía Eléctrica establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con 
la participación de las Secretarías de Energía y de Economía y a propuesta de la Comisión 
Federal de Electricidad, fijará las tarifas por el suministro de energía eléctrica, de manera 
que tiendan a cubrir las necesidades financieras y de ampliación del servicio público, y el 
racional consumo de energía. Por su parte, el artículo 32 de ese mismo ordenamiento, prevé 
que el ajuste, modificación y reestructuración de las tarifas, implicará la modificación 
automática de los contratos que se hubieren celebrado. Ante ello, se plantea el problema 
consistente en determinar si dichos preceptos imponen al particular una carga en forma 
unilateral, aun cuando la validez y cumplimiento de los contratos no puede dejarse al 
arbitrio de una de las partes, y si dichos preceptos impiden a los usuarios defender su 
derecho a una tarifa justa, porque no pueden opinar, sugerir, objetar, analizar o ponderar si 
los cambios o modificaciones de las tarifas realmente cumplen con los criterios de 
racionalidad en el consumo de energía eléctrica; a cubrir las necesidades financieras del 
suministrador o las de ampliación de ese servicio público. Pues bien, la jurisprudencia ha 
reconocido que los principios fundamentales que rigen la libertad en los contratos son 
básicamente dos: i) libertad de contratar, que existe cuando se tiene la facultad para 
celebrar o no el contrato, así como para escoger la persona con la que se realice; y, ii) 
libertad contractual, que se refiere a la facultad de las partes para convenir en cuanto a la 
forma y contenido del contrato. Pues bien, este Tribunal Colegiado considera que el 
principio de libertad contractual tiene sustento constitucional. En efecto, dicho principio 
deriva de la interpretación sistemática del texto constitucional, a partir de distintos derechos 
reconocidos en la Constitución Federal, a saber: el derecho al reconocimiento de la 
personalidad o identidad (artículos 1o. y 29), el derecho a la libertad de industria, comercio 
o profesión (artículo 5o.) y el derecho a libertad de asociación (artículo 9o.); los cuales, a 
juicio de este Tribunal Colegiado, confieren a las personas la potestad de crear, modificar y 
extinguir relaciones jurídicas. Ahora, no debe perderse de vista que el principio de libertad 
contractual tiene límites. Luego, la violación a dicho principio únicamente tendrá lugar 
cuando la ley establezca alguna restricción que no se encuentre plenamente justificada, esto 
es, cuando resulte arbitraria por no encontrarse inspirada en algún derecho, valor o 
principio que autorice la existencia de dicha limitación. En el particular, deben tomarse en 
consideración dos puntos: a) el suministro de energía eléctrica constituye un "servicio 
púbico"; y, b) lo relacionado con la electricidad es una "área estratégica", en la cual el 
Estado ejerce funciones de manera exclusiva. Así se desprende del artículo 28, cuarto 
párrafo, de la Constitución Federal. Del mismo modo, de los artículos 1o. y 2o. de la citada 
ley, se colige que el suministro de energía eléctrica es un servicio público prestado 
directamente por el Estado a los particulares. La finalidad de éste es la satisfacción regular 
y continua a cierta categoría de necesidades de interés general. Esto es, el servicio público 
de energía eléctrica busca satisfacer el interés de la colectividad, no sólo de los particulares 
en lo individual. Incluso, del artículo 4o. de la referida ley, se advierte que el servicio 
público en comento tiene como objetivo la satisfacción del interés general, porque su 
prestación implica la planeación del sistema eléctrico nacional; la generación, conducción, 
transformación, distribución y venta de energía eléctrica; y, la realización de todas las 
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obras, instalaciones y trabajos que requieran planeación, ejecución, operación y 
mantenimiento del sistema eléctrico nacional. Ahora bien, la fijación o modificación de las 
tarifas debe atender a una finalidad específica: cubrir las necesidades financieras y de 
ampliación del servicio público. Dicha finalidad es acorde con la noción misma de 
"servicio público" entendido como una actividad que atiende al "interés general" y, a su 
vez, es congruente con la definición específica del "servicio público de energía eléctrica", si 
se toma en cuenta que éste se integra por la planeación del sistema eléctrico nacional; la 
generación, conducción, transformación, distribución y venta de energía eléctrica; y, la 
realización de todas las obras, instalaciones y trabajos que requieran planeación, ejecución, 
operación y mantenimiento del sistema eléctrico nacional. Luego, este tribunal considera 
que los citados artículos 31, primer párrafo y 32, primer párrafo, de la invocada ley, al 
prever que la fijación de las tarifas será efectuada por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, así como que su modificación, ajuste o reestructuración implicará la modificación 
automática de los contratos, impone una limitante al principio de libertad contractual válida 
y justificada. Esto, porque la fijación de las tarifas y su modificación por parte del Estado, 
no constituye una previsión arbitraria, pues encuentra sustento en la finalidad misma de las 
tarifas, que es cubrir las necesidades financieras y ampliar el servicio público de energía 
eléctrica, cuya prestación es de "interés general". Dicho en otras palabras, aun cuando no se 
permite al particular intervenir o participar en la fijación de las tarifas o en su modificación, 
lo cierto es que dicha restricción atiende a la propia naturaleza del servicio prestado, porque 
al tratarse de un servicio público que presta el propio Estado (área estratégica), al momento 
de establecer o reestructurar las tarifas se debe atender no sólo a la situación del industrial, 
comerciante, familia o individuo con el cual contrata en lo particular. En realidad, el Estado 
debe considerar las necesidades colectivas, esto es, el financiamiento y ampliación de un 
servicio público del cual deben gozar todos los habitantes del país. Luego, aunque el 
principio de libertad contractual tenga sustento constitucional, lo cierto es que el 
financiamiento y ampliación del servicio público de energía eléctrica, atiende a una 
necesidad colectiva y, por ese motivo, es una cuestión de "interés general" relacionada con 
el desarrollo del país. De esa forma, resulta viable concluir que los artículos de cuenta, aun 
cuando contienen una limitante al principio de libertad contractual, ésta se encuentra 
justificada, porque, de manera indirecta, se relaciona con el financiamiento y ampliación de 
un servicio público prestado por el propio Estado y, por ese motivo, no sólo tiene que velar 
por el interés o la situación financiera o económica del particular con quien contrata en lo 
individual, sino por el crecimiento de un servicio público, esto es, por el beneficio de la 
colectividad en su conjunto. Es decir, no podría obligarse al aparato estatal a fijar el precio, 
de manera convencional, con cada familia, comercio o industria que necesite el suministro 
de energía eléctrica, porque, de ser así, dejaría de atenderse la necesidad colectiva para 
privilegiar el interés particular, lo cual no es aceptable cuando está en juego la prestación de 
un servicio público. Lo anterior no altera la relación contractual de coordinación entablada 
entre la Comisión Federal de Electricidad y el usuario del servicio público de energía 
eléctrica. Esto, porque el que exista una limitante justificada al principio de libertad 
contractual no produce la modificación o alteración de la relación contractual establecida 
entre las partes, porque esta última dependerá de la adquisición de obligaciones y derechos 
recíprocos. Es decir, aunque las partes (Comisión Federal de Electricidad y usuario) no 
puedan convenir libremente el precio del suministro de energía eléctrica, ambas adquieren 
obligaciones y derechos recíprocos, porque el suministrador no puede dejar de prestar el 
servicio en forma injustificada o, inclusive, arbitraria y, por otro lado, el usuario queda 



13 
 

obligado a pagar el precio, de manera tal que ante el incumplimiento de cualquiera de las 
cargas adquiridas o los derechos generados a partir de ese contrato, se verán obligados a 
acudir ante los tribunales ordinarios para dilucidar la controversia relacionada con la 
satisfacción o no de dichas obligaciones o la resolución de esos derechos.” 

Amparo directo 387/2013. Zapata Hermanos Sucesores, S.A. de C.V. 3 de octubre de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Arturo 
Alberto González Ferreiro. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2014 a las 09:42 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 

 

 

 


